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DECRETO 94311969. de 8 de mayo, por el que se
resuelve la cuestión de competencia surgida entre
el Gobernador civü 11 la Audiencía Territorial, am­
bos de Barcelona.

En el expedienté y autos de la cuestiÓIl de competencia
slll'gida entre el Gobernador civU y la Audiencia Territorial de
Barcelona con motivo del interdicto planteado por dofia An­
tonia Giralt Perlas contra el Aytmtamiento de Caldas de E,s..
truch; y

Re.sultandCl que en cinco de octubre de mil novecientos se­
.senta y seis. dotia Antonia Giralt Perlas interpuso. ante el
Juzgjldo de Primera Instancia de Mataró. y contra el Ayun­
tamiento de Caldas de Estruch y otras' personas, interdi.eto de
recobrar la posesión de un camino y terreno contiguo al IIl1s­
mo. que afirmaba que eran de su propiedad, por estar inclui­
dos en una finca suya, y en los cuales el referido Ayuntamiento.
por memo de esas otras personas. había. comenzado a reallzar
obras; y que, tramitado el proceso tnterd1cta.. en el que se per­
sonó y fué parte demandada el propio Ayuntamiento. se dictó
sentencia por el Juzgado, en trece de enero de mU novecientos
sesenta y siete, en la que declaró haber lugar al interdicto Y
ordenó la reposición en la posesión despojada. sentencia que
fué apelada pOr el Ayuntamiento demandado, con lo que el
conocimiento del asunto pasó a. la 'Audiencia Territorial de Bar-­
celona;

Resultando que en dieciocho de mayo de mil novecientos
sesenta y siete, y cuando los autos habían sido enviados de
nuevo al Juzgado por provindencia de once del mísmo mes,
para que los comp.letase con determinadas diligencias, se reci­
bió en la Audiencia escrito del Gobernador civil de Barcelona.
fechado el dia trece del propio mayo, en el que, de acuerdo
con el dictamen del Abogado (lel Estado, que acompañaba en
copla certiftcada., requería de inhibición al Tribunal en el dicho
procedimiento, alegando que se trataba en él de un camino
público que el Ayuntamiento habia decidido reponer al servicio
público, como se había notificado en nueve de febrero de mll
novecientos sesenta y seis a la 8ICtora como colindante, y_ que
el articulo cuatrocientos tres, número dos, de la Ley de R.ég1­
men Local impide los interdictos contra las providencias ad­
ministrativas de las autoridades localea en materia de su com­
petencia, por lo cual, tocando a los Municipios lo referente a
las vías pÚblicas, según los artfcU!os ciento uno y ciento dos
de la misma el Ayuntamiento no habia cometidO despojo al~

guno. ni cabria posesión privada sobre cam1no pÚblico, el que,
por muy ab$l1donado que pudiera. haber estado no podia per­
der su condición, A la. consideración del camino como público
había llegado el Ayuntamiento referido mediante las declara,..
ciones de algunos vecinos, según los cuaJes, de tiempo inme­
mortal existió un tal camino;

~ultando que recibido el requerimiento, la Audienela Te­
rritorial, aunque en un principio ordenó al Juzgado, en seis de
junio de mil novecientos sesenta y s1ete, que practicara. con
la maxima urgencia las diligencias acordadas en la providen·
cia de once de mayo, luego, a petición de la representac1ón en
autos del Ayuntamiento, en veintiséis del mismo jtmio, ordenó
que se le remitiesen las actuaciones en el estado en que se
encontrasen y las pasó al Ministerio Fiscal, el cual informó
en favor de la competencia judicial. por entender que, siendo
lo que se discute el carácter público o privado del camino, ello
compete a los TribUnales, se habia sometido también, al ac­
tuar como demandado en el procedimiento el propio Ayunta­
miento. Este, por una parte. invocó la competencia municipal
por el carácler público del camino, y la demandante. por la
suya,. defendió la del Tribunal, por ser un camino particular.
y pOr la sumisión del Ayuntamiento. Teniendo en cuenta. todo
ello. la Sala de Vacaciones de la Audiencia Territorial de Bar­
celona dictó, en seis de septiembre de mil novecientos sesenta.
y sie-te, un auto por el que declaró competente a la jur1sdie­
ci6n civil, y por ello a· la Audiencia. en la cuestión. propuesta.,
por entender que el Ayuntamiento de Caldas de Estruch no
se habia atenido a la Ielnt.egraciótl del dom1DJ.o público que
estimaba desconocido o perturbado por la actor&, que hUbiera
sido, en el acuerdo no recurrido en vía administrativa de nueve
de- febrero de mil novecien'too sesenta y seis, un Reto l\dm1ni&­
trativo firme, completándolo con una operación de desUnde,
sino que, en una actuación de hecho, ensanchó el camino, in­
vadiendo la posesión ajena y creando asi los presupuestos que

JEFATURA DEL ESTADO permIten, al entrar en la via de hecho, apoderamiento sin de­
claración expresa ni procedimiento alguno, acudir a la tutela
lnterdictal, a la que no puede oponerse el número dos del ar­
ticulo cuatrocientos tres de la Ley de Régimen Local. por- no
estar el acto administrativo dentro del circulo de las atribu­
ciones municipales;

Resultando que, comunicada la resolución del requerido al
requirente, ambos tuvieron por formada la cuestión de compe­
tencia y remitieron sus respectivas actuaciones a la Presidencia
del Gobierno. para que fuese resuelta por los trámites eoITes­
pondientes;

Vistos los siguientes preceptos del texto de la Ley de !té­
gimen Local de catorce de iunio de' m11 novecientos cincuenta
y cinco:

«.Articulo cuatrocientos treB.-Uno. Contra los actos o acuer~

dos de las Autoridades o CorpOraciones locales que lesionen de­
rechos de carácter civil podrán ejerc:itar los interesados las
acciones correspondientes en la via judicial ordina11a.-Dos. No
se admitirán interdictos contra las providencias adm1nistrati~
vas de las Autoridades Y Corporaciones locales en materia de
su competencia.»

«Articulo ciento uno.-Dos. La actividad municipal se di11­
girá prfilc1palmente a la consecución de los siguientes fines:
a) ... vías públicas urbanas y rurales...lt

Los siguientes articulos del Reglamento de Bienes Mun1ci­
pa.les y ProVinciales de veintisiete de mayo de mil novecientos
cincuenta y cinco:

«Articulo cuarenta y cuatro.-Uno. Las Corporaciones locales
tendrán la facultad de promover y ejecutar el deslinde entre los
bienes de su pertenencia y los de los particulares cuyos limites
aparecieren imprecisos o sobre los que exisiesen indicios de usur­
pación.»

«.Articulo cuarenta y clnco.-Uno. El deslinde consistirá en
practicar lB.b operaciones técnicas de comprobación y, en su
caso, de rectificación de situaciones juridicas plenamente acre­
ditadas.»

El articulo treínta y ocho de la Ley de Régimen Jurtdico de
la Administración. del Estado de velnt1séis de julio de mil nove.
cientos cincuenta y siete: «Contra las providencias díctadas por
las autoridades administrativas en materia de su competencia
y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido no
procede la acción interdicta.l..»

El articulo ciento tres de la Ley de Procedimiento Adm1n1g..
trativo de diecisiete de julio de mil novecientos cincuenta y
ocho: «No se admitirán interdictos contra las actuaciones de los
órganos administrativos realizadas en materia de su competen­
cia y de acuerdo con el procecUmiento legaJmente establecido.»

El párrafo primero del articulo veinte de la Ley de Conflic­
tos Jurisdiclonales de diecisiete de julio de mil novecientos cua,..
renta y ocho: «El Tribunal o J~o requerido de inhibición.
luego que reciba el oficio inhibitorio, suspenderá todo proce­
dimiento en el asunto a que se refiere. mientras no termine la
contienda. siendo nulo cuanto después se actuare.:o

Considerando que la presente cuestión de competencia ha sur·
gido entre el Gobernador civil de Barcelona y la Audiencia
Territorial de Barcelona también, al requerir el primero a la
segunda para que deje de conocer en via de apelación del
interdicto planteado por un particular frente a un Ayunta...­
miento que. al pretender reponer al servicio público un antiguo
camino de tal uso. se introdujo en terrenos de los que estaba
en posesi-6n el interdictante:

Considerando que el precepto legal expreso que pudiera oPO­
nerse a la competencia civil no podria ser otro que el nú­
mero dos del artículo cuatrocientos tres de la Ley de Réglmen
Local. según el cual no se pueden admitir interdictos contra.
las providencias administrativas de las Autoridades y Corpo­
raciones locales en materia de BU competencia y que para apli­
carlo será preciso considerar si ese requisito de competencia
de la providencia administrativa sIgnifica simplemente que la
providencia se refiera a una materia de las encomend¡tdas a
la gestión municipal, como lo es. sin duda, la de los caminos,
conforme al articulo ciento uno de la misma Ley o si ha de
requerirse además que se haya seguido para ella la tramita­
ciim. procedente, es dee1r, si basta con la competencia material
o si se exige también un requisito de procedimiento;

Considerando que cuando en el articulo treinta y ocho de
la Ley de Régimen Juridico de la Administración del Estado
Be formulan las normas prohibitivas de los interdictos con ca,..
rácter general para toda la Administración se dice que contra
las providencias dictadas por las autoridades administrativas
en materia de su competencia y de acuerdo con el procedi­
miento legalmente establecido. no procede la acción interdictal,
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como repite luego el artIculo ciento tres de la Ley de Proce­
dimiento Administrativo, y que aunque en esta segunda Ley, que
sólo es supletoria para la Administración Local, según el nú­
mero cuatro de su artículo uno, se quiera mantener. no resulta
directame-nte aplicable en este caso, y aunque se pretendiese
restringir aquella otra primera· a la Administración del Es­
tado estrictamente entendida uno y otro precepto tendrán, por
lo menos. el valor de un crlterio interpretativo de mucha fuerza
para el articulo cuatrocientos tres de la Ley de Régimen Local;

Considerando que planteada así la cuestión en su aplica­
ción al caso presente llevarla a la necesidad de considerar
que la. existencia en el Reglamento de Bienes Municipales de
veintisiete de junio de mil novecientos cincuenta y cinco (ar­
ticulos cuarenta y cuatro y cuarenta y cinco) de un proce­
dimiento determinado para la ejecución del deslinde entre los
bienes municipales y los de lOS particulares cuando los limites
entre ellos aparezcan 1mprec1sos o sobre los que existan indi­
cios de usurpación, el hecho de no haberse segttido tal proce­
dimiento por el Ayuntamiento de Caldas de Estruch al preten­
der rescatar un camino que estimaba usurpa,do por un part1cu­
lar y trazado en sus lindes con la propiedad de éste, supone
que tal Ayunta.mlent(¡presc1ndió para eno del procedimiento
Ietalmente establecido. aunque actuase en cosa de su compe­
tencia material, sin que tampoco pueda encuadrarse en los
requi8i'toa del articulo ciento veinticinco de la Ley de Expro­
piación FOrzaBa., que precisamente admite de modo expreso,
cuando ellos faltan, el interdicto;

Considerando que ello llevará. por consiguiente, al manteni­
miento en el presente conflicto de competencia de la que corres..
ponde a ~a JurlsdicciÓIl ordinaria.. lo cual no significa intro­
ducir aqUÍ un crlterio nuevo, puesto que no hace mucho, en el
Decreto de ocho de febrero de mil novecientos sesenta y dos
se decidió en el mismo sentido un caso muy semejante, afir­
mándose allí que «SI oien es cierto que toda la materia de
caminos es, según términos de La Ley Municipa.1, competencia
de los Ayuntamientos. no 10 es menos que, según han decla,..
rado reiteradamente sucesivos Decretos resolutorios de compe-­
tencias, cuando el articulo cuatrocientos tres de la Ley de fté..
gimen Local prohibe la interposición de interdictos contra las
actuacIones de los Ayuntamientos en materia de su competen­
cia, ha de entendeI'Sf' pste último requisito no sólo en el sen~

tido de competencia material. sino también en el sentido de
competencia formal, esto es, Que han de ser actos, que no sólo
estén atributdos materialmente a la competencia de las Corpo­
raciones municipales. sino que además han de haber sido pro­
ducidos con estricta observancia de toda la tramitac16n en·
gida en los textos correspondientes, doctrina inequívocamente
confirmada por el articulo ciento veinticinco de la Ley de
Ex,wopiación Forzosa y también. aunque no sea de estricta
ap.icación en el caso presente, por el artículo treinta y ocho
de la Ley de Régimen Juridico de la Administración del Es­
tado». Por otra parte, hay que ~ene-r en cuenta que en el CasO
actual. el interdicto no se dirige sólo contra el acuerdo muni·
cipal de recuperar el camino, sino también muy especialmente
contra la forma de ejecutarlo de hecho, invadiendo la propie~

dad privada fronteriza, gjn las formalidades de un, expediente
de deslinde, todo 10 cual abre al interesado la posibilidad de la
vla¡"udicial con arreglo al número uno del propio artículo cua­
trae entes tres de la Ley de Régimen Local;

Considerando que ei hecho de que la Audiencia Territorial
requerida no hubiese suspendi<lo inmediatamente de recibir el
requerimiento las actuaciones IU{jiclales. no llega a ser sufi~
clente para tener por mal formada, con el consiguiente retraso.
la cuestión de competencia, puesto que aJ parecer no llegaron
a realizarse dU1genclas importantes, y todo cuanto se hubiese
act.uado desde tal recepción hasta el acuerdo de suspensión de
las actuaciones habrá de tenerse como nulo, a tenor del ar­
tículo veinte de la. Ley de Conflictos Jurisdiccionales"

De- conformidad con lo consultado por el Consejo de Es~

tadú y de acuerdo con el Consejo de Ministros en su reunión
celebrada el día veJntiuno de marzo de mil novecientos sesenta
y nueve,

Vengo en decidir la presente cuestión de competencia en
favor de la Audiencia Territorial de Barcelona.

As:! lo dIspongo por el presente Decreto, dado en Madrid 8.
ocho de mayo de ron novecientos sesenta y nueve.

FRANCISCO FRANCO

DECRETO 94411969, de 8 de mayo." por el que se
resuelve la cuestión de campetenc1.a surgida entre
el Juzgado de Primera Instancia y la Dele'yación
de Hacienda ambos de Cáceres.

En el expediente y autos de la cuestión de competencia sur­
guida entre el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción y la
Delegación de Hacienda, amoos de Cáceres, en relación con los
embargos acordados por dichas autoridades sobre fianzas cons­
tituid" por don Nicolás Alonso López en la Caja de Depósitos
de Cáceres;

Resultando que el Servicio de Recaudación de Contribucio­
nes e Impuestos del Estado ! Zona de Cáceres) embargó el trece
de junio de mil novecientos sesenta y siete, por débitos al Tesoro
PúbUco, una fianza (sin mM especificaciones) constituida por
don Nicolás Alonso Lópe2: en favor de la Junta de Construccio-

nes Escoi[lTCS de CácfTe;'. ¡J01< Ot.TUS realizadas en ei Grupo Es
colar de la balTiada del Doctor Llopis Iborra. hasta. la cantidad
a que entonces ascelldia la deuda tributaria, a saber: cuarenta
y ocho míl doscientas Peseta,,:>.

Resultal¡do que el quince de ago;.:;to' de mil novecientos se­
senta y siete y diez de octubre del mismo año fué ampliado el
embargo hasta cumplir en total. la cantidad de sesenta y tres
míl novecientas noventa y dos pesetas por nueva certificación
contra el deudor, don Nicoláf. Alonso López, en concepto de
cuota de beneficios del Impuesto Industrial;

Resultando que en fet!1a nUeve de noviembre de mil nove~
cientos sesenta y siete el Juzgado de Primera Instancia e Ins~

trucciÓll de Cáceres decreto el embargo sobre las mismas fianzas
en juicio ejecutivo instado por «Unión Maderera Cacerefta, Sa­
ciedad LinJitada», contra don Nicolás Alonso López, embargo
que, después de un alzamiento para dejarlo sin efecto volvió
a formalizar~e el quince de diciembre de mil novecientos se­
senta y siete con carácter de embargo p¡eventivo previo a un
juicio declarativo de menor cuantía instado también por «Unión
Maderera Cacereña, S L.» Este segundo embargo, hoy subsis­
sistente, trataba tilla fianza de treinta y seis mn trescienta.'l
oehenta y mueve pesetas, que habia de ser devuelta. en su caso,
al demandado, por construcción de seis escuelas en Malpar­
Oda de Cáceres, según resguardo número diecinueve de entrada
y número veinte mil ')Chocientos sesenta y siete de Registro,
r otra de ciento veintisiete mil ciento veinticinco pesetas con
veinte céntimos por obras de construcción de un Grupo Escolar
de doce aulas, en Cáceres.

Resultand{) que el diecisiete de tebn:.TO de mil noveclentos
sesenta y ocho la Abogacia del Estado de Cáceres infotmó que
se había de reconocer preferencia al crédito tributario al ampa­
ro del articulo mil novecientos veintisiete del Código Civil, .pre­
ferencia que et principio fué negada por el Juzgado en pro­
videncia de veintiocho de febrero de mil novecientos sesenta
y ocho;

Resultando que el ve¡ntiséi~ de febrero de míl novecientos
sesenta y ocho el Juzgado de Primera Instancia de Cáceres dictó
sentencia estimando en su integridad la demanda de «Unión
Maderera C~tc(:reña_ S. L.l), condenando a don Nicolás Alonso\}
López a abonar a la demandante la (",anUdad de ciento cincuen­
ta y una mil doscientas ochenta y nueve pesetas con noventa
y Beis céntimos más los intereses legales desde la presentación
de la demm~da y las costas del pleito;

Resultando que el uno de julio de mil novecientos sesenta
y ocho la Abogacía del Estado de Cáceres informó que proced1a
plantear cuestión de competencia al Juzgado de Primera Ins­
tancia y, en su virtud, el Delegado de Hacienda requirió de
inhibición al Juzga()o por escrito de treinta y uno de julio de
mil novecie:1tos fcS<'!nta y ocho. El requerimiento '~ dirigió ~l

Juzgado para que se abstuviese de ~eguir conociendo del em­
bargo de las fianzas eom;tít:uídas por don Nicolás Alonso López
a favor de la Junta Provincial de Construcciones Escolares, Es~

tímaba el Delegado de Hacienda que la inhibitorla era proce­
dente, por cuanto que el embargo no estaba totalmente ultima~
do, ya que siendo 10 embargado un derecho de crédito, es la en~

trega del testimonio la adjudicación lo que determina la trnn~~

misión del dominio. Citaba a estos efectos el Decreto de la Pre­
sidencia del Gobierno de dos de noviembre de mil novecientos
sesenta y SIete y considerababa por todo ello que podia ser sus­
citada la cuestión de competencia. pues no se trataba de un
asunto judicial fenecido por sentencia firme. En cuanto al
fondo del asunto la Delegación de Hacienda, sin entrar en
la cuestión de la prelación de créditos ni tampoco en la deter­
minación de los medial:> que dentro de cBda procedimiento (ju­
dicial o administrativo) pueda tener el acreedor. sefialaba que
ante la existencia de dos embargo,',> legítimos era necesario que
uno de elIoF prosperasp antes que otro, teniendo en cuenta el
criterio reiterado de prioridad temporal, qUe en el caso plantea­
do correspondia a la autoridad administrativa. Terminaba re­
produciendo los preceptos que consideraba aplicables, así como
la doctrina de esta Jurisdicción de Conflictos recaída en casos
semejantes:

Resultando que, r€Clbido el requerimiento de inhibición en el
Juzgado con el dictamen del Abogado del Estado; la autoridad
judicial acusó recibo. suspendió el procedimiento y commlicó el
aR-unto ai Ministerio Fiscal y a las partes;

Resultando qUe el MinistE'fio Fiscal. el trece de agosto de
mil novecientos "esenta y ocho. manifestó que tratándose de em­
bargo de fianzas en met-:'ilico el hecho de que la transmisión del
dominio al rematante se verifique mediante el testimonio de
adjudicación no significa que el embargo esté ya ultimado. Que
no pod i 3 confundirse el embargo ya practicado y terminado c01~

su realización ejecutoria en virtud de sentencia firme y, en su
virtud, no podía suscitarse la cuestión de competenCia en apll­
ca,ción del artículo trece, letra aL de la Ley de Conflictos Ju­
risdiCcionales;

Resultando que la parte demandante señaló igualmente que
el juicio de menor cuant1a había fenecido ya por sentencia
firme en el momento de formularse el requerimiento, y que,
en su opinión, seglm Decreto decisor de competencia de cinco
de enero de míl novecientos cuarenta y nueve, dictada senten­
cia de remate en un juicio ejecutivo, queda éste fenecido, no
pudiéndose promover cuestión de competencia aunque se refiera
al procedimiento de apremio para su ejecución. Expresaba ade­
más la parte demandante en el juicio que debía haber sido
unida sI oficio inhibitorio prueba documental sobre la veraci-


